
EL CASO JUANA RIVAS: LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN COMO 

CANALIZADORES DE UNA IDEOLOGIA DE GÉNERO 

La ex pareja de Rivas, Francesco Arcuri, fue condenado en 2009 por un juzgado penal de Granada 

por "lesiones en el ámbito familiar" al "golpear repetidamente" a Rivas, como así constaba en 

autos. El acusado dio su conformidad con los hechos establecidos, según su defensa para poder 

seguir viendo a sus hijos. Según recoge la sentencia, el 7 de mayo de ese año, cuando Rivas llegó 

a las 5.30 horas al domicilio que ambos compartían en Granada, él le pidió que le explicara dónde 

había estado durante la noche, tras lo cual la golpeó "repetidamente", por lo que la 

mujer necesitó asistencia médica. Arcuri fue condenado a tres meses de prisión y a un año y tres 

meses sin poder acercarse a Rivas pero no entró en la cárcel, seguramente al solicitar su defensa 

la suspensión de la pena por carecer de antecedentes penales y ser la misma inferior a los dos 

años. 

Como muchas otras parejas en una situación similar, tras un periodo de separación retomaron 

su relación y se fueron a vivir juntos a la isla de Carloforte, al suroeste de Cerdeña, donde 

tuvieron un segundo hijo. 

Finalmente, la mujer tomo la decisión de abandonar el país con destino España en compañía de 

sus hijos y de manera irregular, al carecer del preceptivo consentimiento de su por entonces 

pareja. Según su relato, huía de una situación de maltrato a nivel psicológico al manifestar 

literalmente que "El detonante de mi regreso fue la situación diaria de opresión, aislamiento y 

maltrato durante más de dos años. No podía salir de casa si no era con su permiso y muchísimo 

menos irme con los niños. Conseguí convencerlo para venir a España con los niños y que pudieran 

ver a su familia durante unas vacaciones y que yo pudiera recuperarme del mal estado de salud 

que todo el sufrimiento vivido me ha provocado". 

Juana Rivas llegó a presentar el 12 de julio del 2016, ya en España, una denuncia ante la Guardia 

Civil en Maracena (Granada), en la que relataba que el 17 de junio anterior se produjo una 

agresión contra ella por parte de Arcuri en Carloforte, si bien el relato se extendía mucho más 

allá de los acontecimientos de un solo día, ya que sostenía que había sido "amenazada, insultada 

y vejada" y que el control de su ex pareja sobre ella era total, al restringirle incluso el acceso a 

Internet. Pero dicha denuncia no prospero ni derivó en la apertura de juicio oral, quizá porque 

adolecía de los suficientes indicios de criminalidad para poder imputarle a su expareja un delito 

de este tipo. 

Lo que sí prosperó fue la denuncia de Arcuri contra ella por "sustracción internacional" de 

menores. El juzgado de primera instancia 3 de Granada acordó en diciembre que los niños 

habían sido "sustraídos" por la madre y que debían volver con su padre a Italia en virtud del 

Convenio sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores, el conocido 

como Convenio de La Haya, de 1980. El fallo establecía que no había "un peligro grave físico o 

psíquico" para los menores, para lo que se invocaba una prueba pericial y era que "El menor 

manifiesta que quiere vivir con su madre, aunque no le importaría pasar el verano con su padre 

en la isla. No se observa a lo largo de la evaluación con el menor que su restitución al contexto 

paterno suponga un grave peligro para su integridad física o psíquica". 

La mujer recurrió ante la Audiencia Provincial, asesorada por el Ayuntamiento de Maracena 

(Granada), y dicho tribunal ordenó nuevamente a Juana Rivas que los devolviera con su padre 

ya que "No cabe tomarse la justicia por propia mano". Señalaba además la sentencia algo tan 

obvio como que el padre tenía derecho sobre la custodia de sus hijos, citando textualmente "Los 



menores, hijos de la apelante, y, no lo olvidemos, también de su padre, residen en Italia desde el 

año 2013, el menor desde su nacimiento, y están sujetos a las normas de aquel país". 

Para los tres jueces firmantes de la sentencia de manera unánime los argumentos de Rivas no 

eran válidos. "La apelante manifiesta que nada más llegar a Granada presentó denuncia, sin que 

ese solo hecho sea bastante para el éxito de su pretensión, que alteraría la competencia civil y 

penal en su caso a través de una actuación unilateral buscada con el presumible propósito de 

eludir la aplicación de la norma". 

¿Entonces, si ambos tribunales ven tan claros los hechos donde está la gravedad del problema 

para mediatizarlo de esta forma? Pues bien, el problema es el contexto en el que se produjeron, 

ya que desde el conocimiento de los mismos, los medios de comunicación construyeron una 

historia en la que se abanderaba a Juana Rivas como la última víctima de una ideología de género 

que postergaba a algo secundario la auténtica veracidad de los hechos. Lo importante era 

ensalzar la figura de una mujer maltratada y madre que luchaba encarecidamente por la 

custodia de sus hijos, pero en detrimento de la figura de un padre que terminó siendo visto 

mediáticamente como un demonio maltratador y abusador gracias al juicio paralelo que se 

produjo en la sociedad. 

Francesco Arcuri, exmarido de Juana Rivas, presentó por ello una denuncia ante la Justicia 

italiana contra la legislación sobre violencia de género española, al considerar que vulnera sus 

derechos y los de "todos los hombres" que viven en España y además ha presentado otra 

demanda solicitando una "indemnización millonaria” contra varias periodistas y políticas 

españolas, a las que acusa de difamación a través de las redes sociales y los medios de 

comunicación. Entre ellas, deberán responder ante la Justicia italiana la presidenta de una 

comunidad autónoma española y varias parlamentarias españolas que, en Italia, no poseen la 

especial protección que poseen en España. 

A los medios de comunicación parecía no encajarles en su historia que desde la condena a Arcuri 

del año 2009, el propio Arcuri hubiera interpuesto varias denuncias de malos tratos contra 

Juana, e incluso en una de ellas llegaba a acusar a Rivas de haberle agredido en una disputa 

doméstica. ¿De ser así, y al estar tipificada la agresión de la mujer al hombre dentro del contexto 

marital como delito del artículo 153 del código penal, porque no prosperaron esas denuncias? 

¿No tiene igual validez el testimonio del varón como víctima de un delito? La respuesta quizá no 

sea políticamente correcta, pero no estamos aquí para serlo, sino para intentar encontrar 

evidencias objetivas que aporten información relevante sobre la veracidad de los hechos que 

nos ocupan, como bien han entendido los tribunales en este caso. 

A mi juicio, la clase política cayo en el graso error de querer luchar contra la violencia entre 

íntimos desde la desigualdad manifiesta, al aprobar una ley Orgánica 1/2004 de medidas de 

protección integral contra la violencia de género que no solo reconocía determinados derechos 

a las víctimas de violencia de género, sino que modificaba la legislación penal rompiendo el 

principio de igualdad penal en el delito de maltrato, al permitir sanciones penales dispares para 

castigar la comisión del mismo delito de violencia entre íntimos dependiendo de si la víctima era 

mujer o no y el presunto agresor su marido o pareja. Por la misma razón, y al estar demostrado 

estadísticamente que la mayoría de los delitos violentos son cometidos por varones y no por 

mujeres ¿Por qué no se penaliza en mayor grado el delito de lesiones si el agresor es un hombre 

y la victima una mujer aunque no se conozcan?,¿no estaríamos legislando igualmente para 

evitar la supremacía física del varón?. 



Esta visión sectaria de la ley parte de una premisa equivocada que eleva el problema de la 

violencia entre íntimos a una cuestión de supremacía sexual por el mero hecho de ser hombre, 

lo que genera relaciones amorosas desiguales en el poder que constituyen el caldo de cultivo de 

este tipo de agresiones intrafamiliares.  

No estamos aquí para discutir si procedemos de una sociedad marcadamente patriarcal donde 

el papel del hombre ha sido preponderante hasta el acceso de la mujer al mercado laboral y la 

adquisición plena de sus derechos civiles, ya que es algo obvio; pero si debemos remarcar que 

lo que se pregonaba como la solución legal a los problemas de violencia de género no ha sido 

tal, ya que desgraciadamente se siguen produciendo agresiones a mujeres par parte de sus 

maridos y parejas, como también se producen agresiones de sus mujeres hacia sus maridos, o 

de ambos hacia sus ascendientes o descendientes directos.  

En mi humilde opinión, el verdadero problema que suscita la Ley es un déficit de asignación de  

recursos tanto para diseñar estrategias eficaces a largo plazo que se incardinen en todas las 

fases del sistema educativo como para implementar medidas de protección adecuadas que no 

pasen precisamente por un sistema de “pulseras electrónicas”. Para ello, se antoja de una 

importancia capital la reforma del sistema penitenciario en favor de la creación de un cuerpo de 

funcionarios encargados del control férreo de situaciones como la libertad vigilada o la libertad 

condicional, con el único fin de garantizar una adecuada reinserción social, al estilo “probation” 

de Inglaterra y Gales;. Así mismo, la implantación en centros penitenciaros e instituciones de 

reforma juvenil de programas de tratamiento para esta clase de reclusos presenta evaluaciones 

empíricas bastante favorables si el contenido de los mismos se centra en la adquisición de 

valores prosociales y un pensamiento crítico y consecuente. 

¿Entonces qué es lo que falla a la hora de erradicar el problema? Quizá la solución no sea rápida, 

ya que cambiar la mentalidad de una parte de la sociedad que vive anclada en el pasado necesita 

de una estrategia preventiva altamente ambiciosa que consiga infiltrarse en todos los estratos 

de la sociedad, siendo implementada a su vez a través de planes de sensibilización que fomenten 

la adquisición de valores prosociales y formas de convivencia basadas en la igualdad de derechos 

en las relaciones intergénero. Y aquí sí, todas las administraciones públicas deben erigirse como 

actores clave para fomentar dichos planes de sensibilización, pero no como altavoces de una 

ideología de género potenciada por la presión de los medios de comunicación de masas y 

determinados lobbys feministas, sino como un instrumento informativo a la par que educativo 

que contribuya a la generación de un pensamiento prosocial general en la materia. 

El poder de los medios de comunicación no debe ser aprovechado para instrumentalizarlos en 

pos de una campaña electoral permanente y sectaria, sino que deben regirse por una ética 

profesional rigurosa y minuciosa que les confiera una imparcialidad inalienable, algo de lo que 

adolecen la gran mayoría al plegarse al sensacionalismo como forma de hacer negocio. 

No cabe duda que una visión tan parcial y dirigida del problema desde el año 2004 ha proyectado 

una presión social palpable, pero el poder judicial debe mantener su criterio jurisprudencial en 

lo relativo a la aptitud del testimonio de la víctima como prueba directa que enerve la presunción 

de inocencia del presunto autor de los hechos (STS 29/2017 de 25 de Enero), 

independientemente de si el mismo es hombre o mujer. 

Que algo va mal en lo relativo a la detección de la violencia entre íntimos en nuestro país es algo 

evidente, como así se ha puesto de relieve en los últimos días con la detención de hasta tres 

madres de la ”Asociación infancia libre”, quienes compartían según fuentes policiales un modus 

operandi similar con el objetivo de impedir que sus hijos tuvieran cualquier tipo de relación con 



sus progenitores. Dicha forma de proceder consistía en la interposición sin pruebas directas de 

numerosas denuncias contra sus exparejas por maltrato físico, psíquico o  abusos sexuales,  con 

el único fin de posibilitar una incriminación  en sus parejas masculinas que les hiciera perder 

alguno de sus derechos familiares. 

Es aquí donde se percibe que algo está cambiando en la sociedad, y que los propios estamentos 

policiales se atreven a día de hoy incluso a sospechar de la existencia de verdaderas tramas 

organizadas que defienden maquiavelicamente los “derechos” de las mujeres, aunque para lo 

que realmente están es para estar al servicio de una ideología de género que no fomenta 

precisamente la igualdad entre hombres y mujeres, sino la criminalización de estos últimos por 

nacer presos de su condición, aunque para ello se tengan que pisotear los derechos de sus 

congéneres masculinos mediante el uso de la difamación, de la denuncia falsa o del falso 

testimonio. 

Como sociedad debemos evolucionar y establecer cuáles son las conductas que nos repudian y 

que deben ser castigadas a través del derecho penal, pero a mi juicio no se debe en ningún caso 

quebrantar el principio de igualdad de penas en función del género del sujeto activo y pasivo, 

ya que de esta forma se atenta contra el fin último por el que deben luchar las administraciones 

involucradas en la erradicación de esta lacra, la igualdad entre hombres y mujeres, y ésta no se 

consigue criminalizando al hombre por el mero hecho de serlo. 

En el caso de Juana Rivas, que la Audiencia provincial de Granada se pronuncie sobre lo 

inadecuado de una estrategia procesal diseñada por y para conseguir quedarse con sus hijos de 

manera irregular saltándose la legislación internacional en la materia es un golpe de efecto que 

debe ser visto en la misma línea que las últimas detenciones policiales sobre denuncias 

fraudulentas y secuestros de menores por parte de mujeres que comparten un modus operandi 

similar. 

Y por ende, el tratamiento de este tipo de denuncias por parte de los medios de comunicación 

de masas debe cambiar y ser más imparcial y ecuánime, como así empezamos a vislumbrar en 

algunos medios escritos de tirada nacional con ideologías contrapuestas, para muestra un 

botón: 

 Detenida una tercera madre de la foto de Infancia Libre con Podemos por impedir que 

el padre vea a su hija (Diario EL MUNDO). 

 Detenida una tercera madre de Infancia Libre por impedir a su expareja ver a su hija 

(Diario El PAIS). 
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